
Vía aérea. Desde 2000, EUA implementa los vuelos conocidos en inglés como
J - PATS.
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“Los abogados de ICE
revisarán todos los casos
nuevos que lleguen y los
pendientes para asegurar que
todos se ajusten a las
prioridades migratorias.”
Bárbara González,
vocera de la ICE, en noviembre pasado

“Han deportado niños
que han nacido en esta
tierra. Hay que crear un
sistema de integración
para proteger a las
familias.”
Samuel Rodríguez,
religioso activista migratorio
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para priorizar las deportaciones
de personas con antecedentes de-
lictivos y no enfocarse en jóvenes
que llegaron a Estados Unidos sin
documentos cuando eran niños o
madres con hijos menores de
edad, por ejemplo.

El Departamento de Seguridad
Interna estadounidense maneja el
programa conocido como J-PATS
(Justice Prisoner and Alien Trans-
portation System, en inglés), por
medio del cual se deporta en vue-
los especiales a diferentes países a
extranjeros con o sin anteceden-
tes criminales. A principios de la
década pasada, la llegada de esos
vuelos a El Salvador fue conocida
en el ámbito mediático como
“vuelos fantasmas”.

Los datos analizados solo re-
cogen las deportaciones a través
de J-PATS y no de salvadoreños
que llegan repatriados en vuelos
comerciales o de menores de
edad.

Entre los salvadoreños depor-
tados en 2011 que cometieron de-
litos, el primer lugar se lo lleva
conducir bajo los efectos del al-
cohol, con 1,755 casos, seguido de
asalto (1,617), drogas (1,072), robo
(826) y reingresar ilegalmente a
Estados Unidos luego de una de-
portación con 598 (ver gráfico
completo a la derecha).

ENTRE DOS AGUAS
En agosto del año pasado, el
Gobierno de Estados Unidos
anunció la reevaluación de los
procesos de deportación de in-
documentados para evitar la ex-

pulsión de quienes carezcan de
antecedentes penales.

La medida implica revisar
caso por caso casi 300,000 ex-
pedientes de deportación pen-
dientes ante las cortes del país,
para lo cual se ha creado un
“comité conjunto” entre el De-
partamento de Seguridad Na-
cional (DHS) y el de Justicia, se
anunció en esa ocasión.

El comité estudia cada caso y

priorizará aquellos que hayan co-
metido un delito en EUA o su-
pongan una “amenaza a la se-
guridad pública”.

El proceso de revisión inició
en noviembre en las ciudades de
Denver y Baltimore, y fue in-
terpretado por analistas hispa-
nos como un guiño de la ad-
ministración Obama ante las
críticas de que no cumplió en su
mandato con la ansiada reforma

m i g r at o r i a .
El activista salvadoreño Óscar

Chacón, director ejecutivo de la
Alianza Nacional de Comunida-
des Latinoamericanas y Caribeñas
(NALACC), criticó que el gobier-
no de Obama haya optado por
seguir aplicando con rigurosidad
la ley en cuanto a deportaciones.

“Esa ley (de inmigración de
1996) es la que lamentablemente
se ha venido aplicando riguro-
samente para decepción nuestra,
porque muchos de nosotros es-
perábamos que con la adminis-
tración Obama iba a haber una
aplicación más sensata de la ley
existente y no una aplicación ciega
y rigurosa, como ha sido el caso”,
a s eg u r ó .

Chacón se refirió a que
396,906 personas fueron depor-
tadas de Estados Unidos en el
año fiscal 2011 y, de esa po-
blación, 377,510 personas son la-
tinoamericanas, detalló.

En octubre, la Oficina de Con-
trol de Inmigración y Aduanas
(ICE, en inglés), parte de Segu-
ridad Interna, dijo que de las
396,906 deportaciones el 90% no
afectó a grupos vulnerables de
indocumentados.

La ICE enfrenta duros cues-
tionamientos de grupos pro in-
migrantes debido al controvertido
programa Comunidades Seguras,
por medio del cual policías locales
y estatales les remiten a inmi-
grantes que entran a sus cárceles.
Algunas ciudades, como Washin-
gton, D.C., ya mostraron su re-
chazo al programa.


